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“

Es

 

criterio reiterado de esta Sala el que ante la negativa 

del patrono a dar cumplimiento a una orden de 

reenganche y pago de salarios caídos, el trabajador tiene 

derecho a dar por terminada la relación de trabajo y 

demandar el pago de los salarios dejados d
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de los demás beneficios y p
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derecho”.

 

Derechos del trabajador 

frente a la negativa patronal 
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“

En relación con la jornada de trabajo, la demandada 

niega que la actora haya 

trabajado de lunes a domingo 

en el horario de 7:00 a.m. a 8:00 p.m.; pero no seńala la 

demandada cuál era, según su decir, la jornada de 

trabajo cumplida por la actora, por lo que, a juicio de esta 

Sala, la actora cumplía una  jornada de trabajo 

comprendid

a entre las 7:00 a.m. y las 8:00 p.m. todos los 

días

 

de la semana. Así se establece”.
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SALA DE CASACIÓN SOCIAL
 
Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO
En el juicio por cobro de prestaciones sociales y otros conceptos laborales seguido por la ciudadana LIGIA DEL VALLE MARTÍNEZ LARA, representada por los abogados Lorena Vargas, Ruth Bexabel Rodríguez Caldera, Luis Daniel Malavé Párraga, Zoha Aguilar Morales, Gricelys Coromoto Rivas Pérez, Carlos Luis Martínez, Alfredo Rafael Restrepo, Bisel Gutiérrez y María Fernanda Guaita, en su condición de Procuradores de Trabajadores, contra la sociedad mercantil SALÓN DINÁMICO C.A., representada  por la abogada  Marianela Pantoja Navas, el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, conociendo por apelación de la  parte actora, en sentencia publicada el 15 de noviembre de 2007, declaró sin lugar el recurso de apelación, confirmando la decisión proferida por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, de fecha 09 de julio de 2007, que declaró sin lugar la demanda.
Contra esa decisión, por escrito presentado oportunamente, interpuso la parte actora el recurso de control de la legalidad previsto en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. Hubo contestación.
Cumplidas las formalidades legales con el nombramiento de ponente en la persona del Magistrado quien con tal carácter suscribe, la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria y la emisión de la decisión inmediata contemplada en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia en los términos siguientes:
RECURSO DE CONTROL DE LA LEGALIDAD
Alega la recurrente que la sentencia recurrida, en primer lugar, adolece del vicio de inmotivación por silencio de prueba, aduce que la Alzada omitió analizar la instrumental producida por ella consistente en copia certificada del expediente administrativo contentivo del procedimiento de calificación de despido y reenganche seguido por ella contra la demandada.
En segundo lugar, alega que la recurrida incurre en suposición falsa al establecer que la demandada desvirtuó la presunción de laboralidad de la relación de prestación de servicio que existió entre ella y aquella, siendo que la naturaleza laboral de la relación está demostrada con la providencia administrativa de fecha 30 de octubre de 2006, que resuelve la solicitud de calificación de despido declarando la existencia de la relación laboral.  
La Sala para decidir observa:
Del análisis de la sentencia recurrida se infiere que el presente juicio por cobro de prestaciones sociales y salarios caídos se inició como consecuencia de la negativa de la parte demandada a dar cumplimiento a la Providencia Administrativa de fecha 30 de octubre de 2006, emanada de la Inspectoría del Trabajo de Maracay, Estado Aragua, en un procedimiento de calificación de despido, y en la cual se le ordena proceda al reenganche de la actora a sus labores habituales y al pago de los salarios dejados de percibir.
De la misma manera, al realizar el análisis de las pruebas la Alzada expresa lo siguiente:
Copia certificada del Expediente Administrativo N° 043-06-01-1954 de la Inspectoría del Trabajo de Maracay, Estado Aragua, en el que se declaró CON LUGAR la solicitud de reenganche y pago de salarios caídos incoada por la accionante en contra de la demandada de autos. Conforme al artículo 77 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se convierte (sic) valor probatorio por tratarse de Decisión (sic) emanada de Órgano de la administración pública (sic).
Continuando con el análisis de la recurrida, se observa que ésta, no agrega ninguna otra consideración en relación con el mencionado expediente administrativo y el procedimiento que contiene, mucho menos con la Providencia Administrativa culminatoria del mismo.
Siendo así las cosas, resulta obvio que el Sentenciador de alzada no cumplió con el deber de analizar y valorar la prueba en cuestión.
Esta deficiencia formal, considera la Sala, influye de manera determinante en el dispositivo del fallo, pues de haber analizado y valorado de manera adecuada la referida prueba, la Alzada habría determinado la existencia de un acto administrativo en el que se estableció el carácter laboral de la relación jurídica que existió entre las partes y de la cual deriva la acción a que se contrae esta causa. Acto administrativo este investido de una presunción de legitimidad y legalidad que obliga a la demandada, para poder enervar su contenido, a impugnarlo, sea por vía de acción o por vía de excepción, lo cual no se evidencia que haya ocurrido.
En tal sentido, al no evidenciarse que la Providencia Administrativa haya sido impugnada, lo decidido en ella adquiere carácter de cosa juzgada administrativa.
Al determinar lo anterior, evidentemente que el Sentenciador de alzada habría concluido que la relación de trabajo está plenamente demostrada.
De esta manera, al no cumplir el Juez de alzada con la finalidad de resolver la controversia con suficientes garantías para las partes, impidiendo el control de la legalidad del fallo recurrido, y  no observar las formas procesales establecidas en la ley, de conformidad con lo previsto en los artículos 159 y 160 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, y 509 del Código de Procedimiento Civil, se declara con lugar el recurso de control de la legalidad, en conformidad con lo establecido en el artículo 178 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
La Sala en conformidad lo previsto en el artículo 179 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, anula la sentencia recurrida y procede a decidir el fondo de la controversia, con base en las siguientes consideraciones:
DECISIÓN SOBRE EL FONDO DE LA CONTROVERSIA
Alega la parte actora que comenzó a prestar servicios para la empresa Salón Dinámico C.A. conocido comúnmente como Carmelo Parque Aragua en fecha 24 de abril de 2003, desempeñando el cargo de peluquera; que cumplía una jornada de trabajo comprendida entre las 7:00 a.m. y 8:00 p.m. de lunes a domingo, sin tener ningún día de descanso en la semana; que devengaba un salario de veinticinco mil bolívares (Bs. 25.000), es decir, setecientos cincuenta mil bolívares (Bs. 750.000) mensuales.
Aduce que el día 11 de mayo de 2006 fue despedida sin causa justa no obstante estar amparada por la inamovilidad laboral especial prevista en el artículo 44 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo; que en virtud de ello acudió a la Inspectoría del Trabajo de Maracay en fecha 16 de mayo de 2006 y solicitó el reenganche y pago de salarios caídos; que en fecha 30 de octubre de 2006 la Inspectoría declaró con lugar la solicitud, pero que, sin embargo, la empresa se ha negado a cumplir el mandato de la Inspectoría del Trabajo, pese a las múltiples diligencias realizadas a tal efecto.
Con base en estos hechos demanda el pago de los siguientes conceptos:
Por concepto de salarios caídos, la cantidad de quince millones doscientos mil bolívares (Bs. 15.200.000).
Por concepto de vacaciones y bono vacacional, la cantidad de un millón setecientos treinta y cuatro mil bolívares (Bs. 1.734.000).
Por concepto de utilidades, la cantidad de un millón treinta y cinco mil bolívares (Bs. 1.035.000).
Por concepto de antigüedad, la cantidad de cuatro millones doscientos sesenta y cinco mil seiscientos veintidós bolívares con veintisiete céntimos (Bs. 4.265.622,27).
Por concepto de indemnización por despido injustificado, la cantidad de dos millones trescientos ochenta y siete mil cuatrocientos noventa y nueve bolívares con treinta céntimos (Bs. 2.387.499,30).
Por concepto de indemnización sustitutiva de preaviso, la cantidad de un millón quinientos noventa y un mil seiscientos sesenta y seis bolívares con veinte céntimos (Bs. 1.591.666,20).
Demanda también los intereses sobre las prestaciones sociales, intereses de mora y la corrección monetaria.
La demandada alega que al principio lo que existió entre las partes fue una relación mercantil, pues ambas celebraron un contrato de arrendamiento sobre el área que ocupaba la actora dentro del establecimiento comercial; que mediante dicho contrato la demandante se comprometió a prestar sus servicios como peluquera siendo por su propia cuenta y responsabilidad la relación con el cliente y el precio que cobraría por el servicio prestado, teniendo que pagar a la demandada el cuarenta por ciento (40%) de la producción por el uso del puesto arrendado.
Posteriormente -continúa señalando- las partes decidieron mantener una relación que pudiera llamarse de tipo laboral, a pesar de no tener que cumplir la actora ningún tipo de horario dentro de la empresa; que comenzó entonces la actora a devengar el salario mínimo vigente para esa fecha, es decir, que ganaba la cantidad ciento cuatro mil quinientos cuarenta y cuatro bolívares (Bs. 104.544) quincenales; que, por tanto, no se puede tomar como fecha de inicio de la relación el 24 de abril de 2003, sino el 30 de mayo de 2003.
Niega que la actora haya trabajado de lunes a domingo en el horario de 7:00 a.m. a 8:00 p.m.; que la actora haya estado amparada por la inamovilidad prevista en el artículo 44 de la Ley Orgánica de Prevención, Condiciones y Medio Ambiente de Trabajo, por cuanto la elección de aquella como Delegada de Prevención es nula puesto que el empleador no fue notificado del proceso de elección.
Niega que la actora devengase el salario que alega, puesto que el salario que devengaba era de seis mil novecientos sesenta y nueve bolívares con sesenta céntimos (Bs. 6.969,60) para un primer período, diez mil setecientos siete bolívares con ochenta y cuatro céntimos (Bs. 10.707,84) para un segundo período, y quince mil quinientos veinticinco bolívares (Bs. 15.525) para un tercer período.
Niega que la actora tenga derecho al pago de salarios caídos, así como el derecho al pago de utilidades.
En el caso concreto, del análisis de la demanda y de la contestación ha quedado establecida la existencia de la relación de trabajo y la fecha de terminación de la misma, por lo que la controversia se contrae a determinar la fecha de inicio de la relación de trabajo, el monto del salario y la jornada de trabajo, para luego determinar la procedencia o no de los reclamos hechos por la actora.
Ahora bien, conforme con lo previsto en los artículos 72 y 135 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el régimen de distribución de la carga probatoria, se fijará de acuerdo con la forma en la que la demandada haya dado contestación a la demanda.
En ese sentido la carga de la prueba de la totalidad de los hechos controvertidos corresponde a la parte demandada.
A continuación se valoran las pruebas que constan en autos a los fines de establecer cuáles de los hechos controvertidos en el proceso han sido demostrados.
La parte actora produjo copia certificada del expediente contentivo del procedimiento administrativo de calificación de despido seguido por ella contra la demandada ante la Inspectoría del Trabajo de la ciudad de Maracay, Estado Aragua; a dicha prueba instrumental se le otorga pleno valor probatorio, con ella se demuestra que, mediante Providencia Administrativa de fecha 30 de octubre de 2006,  la Inspectoría del Trabajo de la ciudad de Maracay, Estado Aragua ordenó a la demandada el reenganche de la actora y el pago de los salarios caídos. Asimismo, se demuestra que la demandada se negó a dar cumplimiento a lo ordenado en dicha Providencia Administrativa.
Produjo también, copia certificada del expediente contentivo de procedimiento de multa seguido contra la demandada ante la Inspectoría del Trabajo de la ciudad de Maracay, Estado Aragua; dicha prueba se desecha por no aportar ningún elemento para la solución de la controversia.
Promovió la declaración de la ciudadana Ligia Del Valle Martínez Lara, quien es la parte actora en la presente causa; esta prueba no fue admitida por el Tribunal de Primera Instancia de Juicio.
La parte demandada promovió interrogatorio de la parte actora de conformidad con lo establecido en el artículo 103 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo; lo cual no fue admitido por el Tribunal de Primera Instancia de Juicio.
Promovió los testimonios de los ciudadanos: Gilsay Estanga, Yovann Torres, Alida Silva y Xiomara Lara, titulares de las cédulas de identidad números 15.365.944, 11.763.661, 7.182.857 y 5.264.980; respectivamente; el testimonio de la ciudadana Gilsay Estanga no fue evacuado, por tanto, no hay declaración que valorar; los demás testimonios son desechados por no aportar nada a la solución de la controversia.
Promovió recibos de pago de salarios correspondientes a los años 2003, 2004, 2005 y 2006; a dichos documentos no se les otorga valor probatorio por cuanto los mismos carecen de firma y, por consiguiente, no pueden ser opuestos a la parte actora.
Realizado el análisis de todas y cada una de las pruebas cursantes en autos, la Sala procede ahora a decidir la controversia, previas las consideraciones siguientes:
En relación con la fecha de inicio de la relación de trabajo, la parte demandada aduce que la relación de prestación de servicios que mantuvo con la actora fue, al comienzo, de tipo mercantil, que posteriormente mantuvieron una relación que pudiera llamarse de tipo laboral, y que por esa circunstancia no se puede tomar como fecha de inicio  de la relación el 24 de abril de 2003, sino el 30 de mayo de 2003. Empero, no consta en autos elemento probatorio alguno que permita sostener como ciertas las afirmaciones de la demandada, por lo que, considera la Sala, la fecha de inicio de la relación de trabajo es el 24 de abril de 2003. Así se establece.
Con respecto al monto del salario, aduce la demandada que el salario devengado por la actora fue de seis mil novecientos sesenta y nueve bolívares con sesenta céntimos (Bs. 6.969,60) para un primer período, diez mil setecientos siete bolívares con ochenta y cuatro céntimos (Bs. 10.707,84) para un segundo período, y quince mil quinientos veinticinco bolívares (Bs. 15.525) para un tercer período. En este aspecto, la demandada tampoco aportó probanza alguna que le dé sostenimiento a sus afirmaciones, por lo que debe tenerse como el monto del salario la suma alegada por la actora, es decir, la cantidad de veinticinco mil bolívares (Bs. 25.000). Así se decide.
En relación con la jornada de trabajo, la demandada niega que la actora haya trabajado de lunes a domingo en el horario de 7:00 a.m. a 8:00 p.m.; pero no señala la demandada cuál era, según su decir, la jornada de trabajo cumplida por la actora, por lo que, a juicio de esta Sala, la actora cumplía una  jornada de trabajo comprendida entre las 7:00 a.m. y las 8:00 p.m. todos los días de la semana. Así se establece.
Establecido lo anterior, sólo resta por establecer cuáles de los pedimentos realizados por la actora son procedentes.
Demanda la actora el pago de la cantidad de quince millones doscientos mil bolívares (Bs. 15.200.000), por concepto de salarios caídos.
Alega la actora que fue despedida sin causa justificada en fecha 11 de mayo de 2006; que solicitó el reenganche y el pago de los salarios caídos ante la Inspectoría del Trabajo de la ciudad de Maracay, Estado Aragua; que en fecha 30 de octubre de 2006 la Inspectoría declaró con lugar la solicitud; que, no obstante, la demandada se negó a dar cumplimiento a lo ordenado.
Es criterio reiterado de esta Sala el que ante la negativa del patrono a dar cumplimiento a una orden de reenganche y pago de salarios caídos, el trabajador tiene derecho a dar por terminada la relación de trabajo y demandar el pago de los salarios dejados de percibir y de los demás beneficios y prestaciones a que tenga derecho. En relación con los salarios dejados de percibir, éstos se calcularán desde la fecha en que se verificó la notificación del demandado hasta la fecha efectiva de reincorporación del trabajador a sus labores habituales o la oportunidad en que se insista en el despido -caso de inamovilidad relativa-, o la fecha en que el patrono se negó a ejecutar el acto administrativo -caso de inamovilidad absoluta-.
Ahora, consta en autos Providencia Administrativa de fecha 30 de octubre de 2006, emanada de la Inspectoría del Trabajo de la ciudad de Maracay, Estado Aragua, la cual ordena el reenganche de la actora a sus labores habituales en las instalaciones de la demandada y el pago de los salarios dejados de percibir desde la fecha de su despido hasta la fecha del reenganche efectivo. Asimismo, consta que en fecha 22 de noviembre de 2006 la empresa demandada se negó a dar cumplimiento a la mencionada Providencia Administrativa, por demás investida de los principios de ejecutividad y ejecutoriedad, es decir, no hay constancia de que haya sido anulada o hayan sido suspendidos sus efectos.
Siendo así las cosas, resulta evidente que la actora tiene derecho a que la demandada le pague los salarios dejados de percibir como consecuencia del despido injustificado y la negativa de ésta a cumplir con la orden de pago de los mismos, razón por la cual se declara procedente el reclamo del pago de salarios caídos. Así se decide.
Los salarios a que tiene derecho la actora son los dejados de percibir desde el 22 de agosto de 2005 -fecha en que fue notificada la demandada de la solicitud de calificación de despido- hasta el 22 de noviembre de 2006  -fecha en que la demandada se negó al reenganche y pago de los salarios dejados de percibir- a razón de veinticinco mil bolívares diarios (Bs. 25.000), los cuales se determinarán mediante experticia complementaria del fallo, para lo cual deberá excluirse el tiempo que el procedimiento administrativo estuvo paralizado por motivos no imputables a las partes.
Demanda el pago de la cantidad de un millón setecientos treinta y cuatro mil bolívares (Bs. 1.734.000), por concepto de vacaciones y bono vacacional.
Alega la actora que nunca disfrutó de vacaciones anuales en el tiempo que duró la relación de trabajo, lo cual no fue contradicho por la demandada, por lo que el reclamo por concepto de vacaciones y bono vacacional se declara procedente. Así se decide.
Establecido como ha sido que la relación de trabajo comenzó el 24 de abril de 2003 y finalizó el 22 de noviembre de 2006, se concluye que la relación duró un período de tres (3) años, siete (7) meses.
Así las cosas, en conformidad con lo establecido en el artículo 219 de la Ley Orgánica del Trabajo, la actora tiene derecho al pago de quince (15) días de salario normal por cada año de servicio, más un (1) día adicional a partir del segundo año por cada año de servicio, es decir, cuarenta y ocho (48) días en total, por concepto de vacaciones vencidas y no disfrutadas. En este mismo orden, también tiene derecho al pago de siete (7) días de salario más un (1) día por cada año de servicio, es decir, veinticuatro (24) días, por concepto de bono vacacional -artículo 223 eiusdem-.
De la misma manera, la actora tiene derecho al pago fraccionado de la vacación y el bono vacacional por el tiempo que duró la relación después de cumplido el año correspondiente a la última vacación, según lo dispuesto en el artículo 225 de la Ley Sustantiva del Trabajo. De este modo, tiene derecho al pago de diez y medio (10,5) días de salario, por concepto de vacaciones fraccionadas, y cinco días con ochenta y tres centésimas (5,83) por concepto de bono vacacional fraccionado; para un total de dieciséis días con treinta y tres centésimas (16,33), por concepto de vacaciones y bono vacacional fraccionados.
Ahora, las vacaciones son entendidas como el período de descanso a que tiene derecho el trabajador con fines recreativos y de esparcimiento luego de un año ininterrumpido de labores, con el propósito de compensar el esfuerzo dedicado a sus labores.
De allí que, el legislador dispone que el pago de vacaciones y bono vacacional deba hacerse en el momento del comienzo del disfrute de las mismas, pues ha de entenderse que el dinero que perciba el trabajador por ese concepto sea destinado a sufragar los gastos de recreación y esparcimiento que implica el disfrute de las vacaciones. Es por ello que, considera la Sala, el salario base para el cálculo de la suma a pagar por los conceptos aquí señalados es el salario normal devengado al momento de la terminación de la relación de trabajo, esto es, la cantidad de veinticinco mil bolívares (Bs. 25.000), habida cuenta que la actora no disfrutó de las vacaciones en el momento en que nació para ella ese derecho.
En definitiva, la demandada debe pagar a la actora, por concepto de vacaciones y bono vacacional, el equivalente a ochenta y ocho días con treinta y tres centésimas (88,33) de salario, o sea, la cantidad de dos millones doscientos ocho mil doscientos cincuenta bolívares (Bs.2.208.250), equivalentes a dos mil doscientos ocho bolívares fuertes con veinticinco céntimos (Bs.F. 2.208,25). Así se decide.
Demanda el pago de la cantidad de un millón treinta y cinco mil bolívares (Bs. 1.035.000), por concepto de utilidades.
Reclama la actora el pago de quince (15) días de salario por cada año de servicio, con fundamento en lo establecido en el artículo 174 de la Ley Orgánica del Trabajo. Ahora, por cuanto no consta en autos que la demandada haya pagado lo reclamado por concepto de utilidades, se declara procedente el reclamo.
En consecuencia, la demandada debe pagar utilidades a la actora así:
Año 2003: quince (15) días de salario a razón de veintidós mil bolívares (Bs. 22.000) por día, o sea, la cantidad de trescientos treinta mil bolívares (Bs. 330.000).
Año 2004: quince (15) días de salario a razón de veintidós mil (Bs. 22.000) por día, o sea, la cantidad de trescientos treinta mil bolívares (Bs. 330.000).
Año 2005: quince (15) días de salario a razón de veinticinco mil bolívares (Bs. 25.000) por día, o sea, la cantidad de trescientos setenta y cinco mil bolívares (Bs. 375.000).
Año 2006: trece y medio (13,5) días de salario a razón de veinticinco mil bolívares  (Bs. 25.000) por día, o sea, la cantidad de trescientos treinta y siete mil quinientos bolívares (Bs. 337.500).
En total, la demandada debe pagar a la actora la cantidad de un millón cuatrocientos diez mil bolívares (Bs. 1.410.000), equivalentes a un mil cuatrocientos diez bolívares fuertes (Bs.F. 1.410), por concepto de utilidades. Así se decide.
Demanda el pago de la cantidad de cuatro millones doscientos sesenta y cinco mil seiscientos veintidós bolívares con veintisiete céntimos (Bs. 4.265.622,27), por concepto de antigüedad.
No consta en autos que la demandada haya realizado pago alguno a la actora por concepto de la prestación de antigüedad, por lo que el reclamo se declara procedente. Por consiguiente, aquella deberá pagar a ésta, por este concepto, la cantidad que se determine mediante experticia complementaria del fallo, en los términos establecidos en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, a tal efecto, el salario base de cálculo será el salario integral correspondiente a cada período, considerando que el salario básico para los períodos 2003-2004 y 2004-2005 es de veintidós mil bolívares (Bs. 22.000), y para el período 2005-2006 es la cantidad de veinticinco mil bolívares (Bs. 25.000). Así se decide.
Demanda el pago de la cantidad de dos millones trescientos ochenta y siete mil cuatrocientos noventa y nueve bolívares con treinta céntimos (Bs. 2.387.499,30), por concepto de indemnización por despido injustificado.
Establecido como ha sido que la relación de trabajo terminó por despido injustificado, forzoso es concluir que la actora tiene derecho al pago de la indemnización adicional prevista en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, esto es, treinta (30) días de salario por cada año de antigüedad o fracción superior de seis (6) meses. De este modo, tomando en cuenta que la relación de trabajo duró un tiempo de tres (3) años y siete (7) meses, la actora tiene derecho al pago de ciento veinte (120) días de salario integral, por concepto de indemnización adicional por despido injustificado, lo que se determinará mediante experticia complementaria del fallo.  
Demanda el pago de la cantidad de un millón quinientos noventa y un mil seiscientos sesenta y seis bolívares con veinte céntimos (Bs. 1.591.666,20), por concepto de indemnización sustitutiva de preaviso.
Por las razones antes expuestas, la actora también tiene derecho al pago de la indemnización sustitutiva del preaviso en los términos establecidos en el mencionado artículo 125, por lo que el reclamo se declara procedente. De esta manera, la demandada debe pagar a la actora el equivalente a sesenta (60) días de salario integral, por concepto de indemnización sustitutiva del preaviso, lo que se determinará mediante experticia complementaria del fallo.
Por último, demanda el pago de los intereses sobre las prestaciones sociales, intereses de mora y la corrección monetaria, los cuales se ordenan pagar y calcular en los términos establecidos en el dispositivo de esta sentencia.  
En consecuencia, se declara con lugar la demanda intentada por la ciudadana Ligia Del Valle Martínez Lara, contra la sociedad mercantil Salón Dinámico C.A.
DECISIÓN
Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de control de la legalidad propuesto por la parte actora contra la sentencia dictada por el Juzgado Primero Superior del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua, publicada el 15 de noviembre de 2007;  2° CON LUGAR la demanda intentada por la ciudadana LIGIA DEL VALLE MARTÍNEZ LARA, contra la sociedad mercantil SALÓN DINÁMICO C.A.
En consecuencia, se condena a la parte demandada a pagar a la demandante las siguientes cantidades de dinero: la cantidad de dos mil doscientos ocho bolívares fuertes con veinticinco céntimos (Bs.F. 2.208,25), por concepto vacaciones y bono vacacional; la cantidad de un mil cuatrocientos diez bolívares fuertes (Bs.F. 1.410), por concepto de utilidades.
Asimismo se condena al pago de las cantidades que se determinen mediante experticia complementaria del fallo por los conceptos siguientes: salarios dejados de percibir, prestación de antigüedad, indemnización adicional por despido injustificado e indemnización sustitutiva del preaviso. Esta experticia se practicará por un único experto designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar.
Se ordena el pago de los intereses sobre la prestación de antigüedad, los cuales se determinarán mediante experticia complementaria del fallo, realizada por el mismo perito designado; considerando para ello las tasas de interés a que se refiere el literal c) del artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, fijadas por el Banco Central de Venezuela.
Se ordena el pago de los intereses moratorios sobre las cantidades condenadas a pagar, causados desde la fecha en la cual terminó la relación de trabajo hasta la fecha efectiva de pago, los cuales se determinarán mediante experticia complementaria del fallo, practicada por el mismo perito; considerando para ello las tasas de interés fijadas por el Banco Central de Venezuela.
Se ordena la corrección monetaria sobre las cantidades condenadas a pagar de la manera siguiente: a) sobre las sumas condenadas a pagar por concepto de prestación de antigüedad y de los intereses generados por dicha prestación previstos en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, y por concepto de intereses moratorios por falta de pago de los conceptos anteriores, desde la fecha de terminación de la relación de trabajo hasta la fecha de publicación de esta sentencia; b) sobre las cantidades condenadas a pagar por los demás conceptos, desde la fecha de notificación de la demanda hasta la fecha de publicación de esta sentencia, excluyendo únicamente el lapso en que el proceso haya estado suspendido por acuerdo de las partes, o haya estado paralizado por motivos no imputables a ellas, es decir, caso fortuito o fuerza mayor, como vacaciones judiciales. Si la demandada no cumpliere voluntariamente el Tribunal al que corresponda la ejecución del fallo aplicará lo establecido en el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo. El cálculo se hará mediante experticia complementaria del fallo, la cual se debe practicar considerando: 1º) Será realizada por el mismo perito designado; 2º) El perito, a los fines del cálculo de la indexación ajustará su dictamen al Índice Nacional de Precios al Consumidor por el tiempo transcurrido, en conformidad con la Resolución N° 08-04-01 del Banco Central de Venezuela y Providencia Administrativa N° 08 del Ministerio del Poder Popular para la Planificación y Desarrollo a través del Instituto Nacional de Estadística, publicado en los respectivos boletines emitidos por el Banco Central de Venezuela.
Se condena en costas a la parte demandada, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 59 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Estado Aragua. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes identificado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
La presente decisión no la firma el Magistrado, LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ por no haber estado presente en la audiencia pública correspondiente.
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los cuatro (04) días del mes de diciembre de dos mil ocho. Años: 198° de la Independencia y 149° de la Federación.
El Presidente de la Sala (E) Ponente,
                       
                       
________________________
JUAN RAFAEL PERDOMO
 
 
Magistrado,                                                               Magistrado,
 
 
_______________________________           _______________________________
ALFONSO VALBUENA CORDERO          LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ
Ma-
gistrada,
 
 
_________________________________
CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA
 
 
 
El Secretario,
 
 
_____________________________
JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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Nota: Publicada en su fecha a las
El Secretario,
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